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INFORME No. 114/13
PETICIÓN 990-03
DECISIÓN DE ARCHIVO

ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
Presunta víctima y Peticionario: 

Enrique Grassis
Violaciones alegadas: 
Artículos 8, 11 y 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Fecha de inicio del trámite:


30 de agosto de 2005
I. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. 
Posición del Peticionario
1. El 22 de noviembre de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Enrique Grassis en la cual alegó que en 1993 fue imputado en una causa penal por estafa, cohecho y falsificación ideológica de documentos junto con otras personas a raíz de unas publicaciones periodísticas.  El peticionario señaló que también fueron imputados por encubrimiento su esposa e hijos, en cuyos casos la causa penal fue declarada prescripta por el paso del tiempo.
2. El peticionario indicó que en su causa se dispusieron medidas cautelares sobre sus bienes dado que oportunamente se habrían presentado actores civiles en la misma, pero que éstos habrían sido excluidos del proceso, por lo que finalmente las medidas cautelares dispuestas, no habrían respondido al interés particular de ninguna persona, al no haber presuntos damnificados.  Alegó que los embargos dispuestos vulneraron el derecho de propiedad garantizado por el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  Alegó que su domicilio habría sido allanado con las Tropas de Operaciones Especiales de la Provincia de Santa Fe.  Asimismo, indicó que el proceso penal estuvo paralizado por más de tres años.
3. El peticionario sostuvo que el 22 de abril de 2002 habría operado la prescripción de la causa penal por el paso del tiempo por lo cual interpuso una acción de prescripción.  Indicó que el juez determinó que esto debía resolverse junto con el fondo del asunto.  Contra dicha resolución se habría interpuesto un recurso de revocatoria y pronto despacho, que habría sido rechazado. 
4. El peticionario indicó que a la fecha de presentación de la petición, el proceso llevaba ya diez años; siete de los cuales éste habría estado en etapa de instrucción.  

B. 
Posición del Estado
5. En cuanto a los hechos el Estado alegó la presunta víctima se desempeñaba como letrado de un grupo de damnificados de una importante estafa cometida por empleados del Banco Río de La Plata S.A. sucursal Rosario.  Las partes en este proceso penal habrían llegado a un acuerdo extrajudicial homologado judicialmente. 

6. Alegó que el caso repercutió en prensa mediante notas que habrían señalado que los abogados de las víctimas de estafa habrían firmado un segundo acuerdo oculto con el citado Banco por el cual se abonaron sumas de dinero extra para las víctimas, de las cuales se habrían apropiado los letrados en connivencia con un magistrado.  La presunta víctima habría sido imputada por cohecho, administración fraudulenta, falsedad ideológica de instrumento público y estafa. Alega que el 3 de marzo de 2005 se sobreseyó la causa por prescripción, sentencia que habría quedado firme el 5 de mayo de 2005.
7. Alegó que la petición es inadmisible al no exponer hechos que caractericen una violación a los derechos garantizados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
8. La petición fue trasladada al Estado para sus observaciones el 30 de agosto de 2005.  El 27 de enero de 2009, el Estado envió su respuesta la cual fue trasladada a los peticionarios el 10 de febrero de 2009 para sus observaciones.  Dicha solicitud fue reiterada el 28 de octubre de 2011 y el 23 de julio de 2012 indicándose que en caso de no recibirse respuesta se podría proceder al archivo de la petición. 
III.
FUNDAMENTOS PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
9. Tanto el artículo 48. b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir dichos motivos, ordenará el archivo del expediente.
10. A la fecha, el peticionario no ha respondido a las solicitudes de información de la CIDH de 10 de febrero de 2009, 28 de octubre de 2011 y 23 de julio de 2012.  Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre la petición, a pesar de los esfuerzos para obtener dicha información y que la injustificada inactividad procesal del peticionario constituye indicio serio de desinterés en la tramitación de la petición, por lo que de conformidad al artículo 48.b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
 Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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